
11. LA CARTA EJECUTORIA DE HIDALGUÍA:
UN ESPACIO GRÁFICO PRIVILEGIADO

ELISA RUIZ GARCÍA

1. Un tipo de documento ignorado

Los testimonios escritos llamados «cartas ejecutorias de hidalguía» resultan
muy atractivos ya que constituyen una valiosa fuente de información para
investigadores de diversas especialidades. Archiveros, diplomatistas, paleó-
grafos, genealogistas, heraldistas, historiadores del arte, juristas, modernis-
tas, sociólogos y, asimismo, estudiosos de otras disciplinas pueden encontrar
una auténtica cantera de noticias en tales documentos, cuya producción abarca
un arco temporal que va desde finales del siglo XV hasta comienzos del XVIII1.

 A pesar de su interés, estas piezas no han sido objeto de un examen de-
tallado y riguroso desde una perspectiva global2. Algunas muestras son men-
cionadas en publicaciones de carácter bibliófilo o bien son citadas de pasa-
da como testimonios artísticos, mas no existe, a mi conocimiento, un catálogo
completo de las mismas —y ni siquiera un inventario— que permita cono-
cer el número de las unidades conservadas y sus características específicas,
informaciones básicas para poder enjuiciar el alcance de un comportamien-
to social y valorar su significado.

Mi propósito en la presente ocasión es apuntar algunos aspectos concre-
tos que en un futuro deberán ser completados. A continuación paso revista
a los puntos más relevantes.

1 Este trabajo forma parte de las publicaciones realizadas por el Grupo de Investigación
nº 930369 de la Universidad Complutense de Madrid y, asimismo, se inscribe en el Proyecto
de Investigación del Ministerio de Educación y Ciencia, ref. HUM2005-03495/HIST del cual
soy Investigadora responsable.

2 Cabe suponer que el contenido de estos escritos, relacionado con las aspiraciones no-
biliarias de algunos individuos, haya fomentado la desafección de más de un investigador por
la temática tratada. Ciertamente, el adjetivo «rancio» no goza de buena prensa, tanto en su
acepción meliorativa como en la peyorativa. De hecho, no conozco ninguna monografía dedi-
cada a este asunto.



252 ELISA RUIZ GARCÍA

2. Origen del documento: la distinción estamental

La primera cuestión es dilucidar la razón de ser de la carta ejecutoria de
hidalguía ya que cada tipo de documento es creado para responder a una
necesidad funcional. En este caso la clave reside en la distinción de los es-
tamentos.

Como es sabido, la delimitación del régimen jurídico de las personas, según
los criterios vigentes en cada momento, constituyó una preocupación que cobró
gran importancia en la frontera de la Modernidad. La tendencia hacia la mejora
de la situación social alcanzada o el afianzamiento de la misma en el marco
de los estados tradicionales trasluce una aspiración de los individuos enca-
minada a afirmar su puesto en el medio en el que se desenvolvían. Dentro
de esta corriente generalizada hay que incluir un sector de la población cuyo
encumbramiento dependía en gran medida de la adscripción, real o posible,
de los interesados a un linaje de hidalgos, de ahí el afán por ser reconoci-
dos como miembros integrantes de la nobleza.

El mantenimiento de la distinción de los estamentos era una tarea propia
de los concejos de los municipios, entidades que debían conocer, en teoría,
la situación jurídica de las personas avencidadas en las respectivas localidades
por razones fiscales, judiciales y sociales. Ciertamente, el procedimiento idó-
neo a tal fin era la consulta del padrón o registro en el que figuraban por
separado los pecheros y los hidalgos. Ahora bien, muchas ciudades y villas
tenían listados poco fidedignos o incompletos; de igual modo, numerosas
poblaciones no disponían de semejante instrumento por diversos motivos, en
cuyo caso las fuentes de información se basaban en signos externos o fun-
cionales (ostentar escudos de armas, poseer casas solariegas, ser patronos de
capillas, estar exentos del servicio de alojamiento, pertenecer a determina-
das cofradías nobiliarias, desempeñar ciertos cargos municipales, no ejercer
oficios manuales, etc.). La variedad y la falibilidad de los criterios aplicados
a la hora de determinar la pertenencia de algunos individuos a un grupo pri-
vilegiado fueron la causa de que se promoviesen numerosos litigios. La con-
junción de distintos factores3 propició la frecuentación de un cauce judicial
para dirimir ciertas cuestiones referentes al estatuto nobiliario. En algunas
ocasiones las entidades locales solicitaban de los organismos competentes que
se pronunciasen sobre la condición social de un administrado, pero las más
de las veces el pleito se iniciaba a petición de parte por una persona que se
consideraba menoscabada en sus derechos a este respecto.

3 Entre otras razones coadyuvaron el deseo de progreso social, la valoración del indivi-
duo frente al sentimiento gregario propio de la Edad Media, el desarrollo de la estructura or-
ganizativa de la administración y, sobre todo, la «litigiosidad» o tendencia a judicializar los
conflictos que se manifiesta en Castilla a partir del siglo XVI. Véase Richard L. KAGAN: Plei-
tos y pleiteantes en Castilla, 1500-1700 , Salamanca, 1991.
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El interés por conocer el auténtico estatuto jurídico de un individuo o de
una familia radicaba en un conjunto de causas. Como es sabido, el afán de
los plebeyos por formar parte de un círculo aristocrático se justificaba por
las numerosas ventajas que ofrecía tal incorporación en el terreno material,
jurídico y social. El pechero tenía la obligación de pagar los tributos esta-
blecidos, amén de no poder acceder a algunos cargos y prebendas ni disfru-
tar de la consideración dispensada a los nobles; en cambio, el hidalgo esta-
ba exento de tales imposiciones y gozaba de numerosos beneficios,
puntualmente detallados en su naturaleza y número por el tratadista Juan de
Arce de Otálora4. La comprobación de esta sustanciosa diferencia constituía
una poderosa razón para el aspirante, a quien le merecía la pena pleitear con
el fin de alcanzar o reivindicar tal condición, según se dudase o no se hu-
biese respetado la pertenencia a un linaje de hidalgos. Por otra parte, la dis-
tinción también era importante para los concejos ya que sus arcas se nutrían
en gran medida de las sumas de dinero aportadas por los contribuyentes. En
definitiva, se observa durante el período estudiado una tensión latente entre
las autoridades locales de los municipios y las personas que se consideraban
a sí mismas merecedoras del título de hidalguía, como deja entrever la lec-
tura de documentos transmisores de los procesos habidos por esta causa.

No es fácil averiguar cuántos particulares pudieron obtener el reconocimien-
to de su demanda o la revalidación de su situación a través de estos medios.
En cualquier caso, el afán generalizado de alcanzar un estado ambicionado fue
en aumento hasta finales del siglo XVI aproximadamente5. Los antecedentes
de esta corriente ascensional se pueden rastrear siguiendo la trayectoria de las
principales disposiciones legislativas dictadas por la Corona en lo que respecta
a este particular, ya que las normativas traslucen los problemas y las tendencias
que se advierten en la sociedad. Sin pretensiones de exhaustividad se mencio-
nan a continuación algunas de las medidas adoptadas en orden cronológico.
La serie comienza con la respuesta proporcionada por Juan I en las Cortes de
Burgos del año 1379 sobre las sentencias declaratorias de hidalguía6; luego
vienen las leyes dadas en Toro por Enrique III (a. 1398) y en Medina del

4 Remitimos a su obra Summa nobilitatis hispanicae et inmunitatis regiorum tributorum,
Salamanca, 1570, cap. II de la V parte.

5 Según un censo del año 1591 los hidalgos de la Corona de Castilla representaban
aproximadamente una décima parte de la población, mientras que en otras partes de Europa
la nobleza apenas sobrepasaba un 3%. Los cálculos estadísticos realizados por Richard L.
KAGAN (ob. cit., p. 116) sobre los litigios de hidalguía revelan una clara disminución de ca-
sos desde el año 1600 al 1700, época que coincide con el reinado de los Austrias menores. En
cambio, se incrementó grandemente el número de títulos nobiliarios: en tiempos de Carlos I
había en Castilla unos sesenta y durante el reinado de Carlos II doscientos noventa y cinco.

6 Petición décimonovena. Este texto y los siguientes están reproducidos en el libro XI, tí-
tulo 28 de la Novísima recopilación de las leyes de España, Madrid, [edición facsímile], vol.
V, pp. 254-270.
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Campo por Juan II (a. 1436). Como en otros tantos temas jurídicos, doña Isabel
y don Fernando sentaron unas bases fundamentales a este respecto en la prag-
mática dada en Córdoba (a. 1492)7. Ambos monarcas y después su hija doña
Juana I y, posteriormente, su nieto don Carlos fueron aquilatando las normas
relativas a los testigos y las probanzas8. Sobre esta cuestión también legisló
Felipe II, quien volvió sobre el mismo asunto intentando poner diques de
contención a unas prácticas que iban en detrimento de los intereses del poder
político (a. 1593 y 1594). El espíritu de sus intervenciones era restringir nuevas
concesiones. A tal efecto ordenaba vigilar el modo de obtener las pruebas tes-
tificales y revisar las hidalguías otorgadas en los últimos veinte años. Por úl-
timo, Felipe IV dictó la ley de los tres actos positivos (a. 1623). Las necesi-
dades económicas de la Hacienda real explican las facilidades dispensadas por
el monarca.

El estado de la nobleza estaba formado por un conjunto de individuos que
gozaban de unos privilegios claramente establecidos y que reconocían entre
sí la existencia de un ius convivium y un ius connubium, mas este estrato de
la población no constituía un grupo homogéneo ya que en su seno existía una
jerarquía de límites no bien definidos. La estructura piramidal del estamen-
to aristocrático tenía en su base un escalón inferior que se correspondía con
la hidalguía, límite que ambicionaba transitar el pechero aspirante a mejo-
rar su situación social. Sin embargo, este grado tampoco gozaba de una uni-
dad sustancial. Era considerado hidalgo auténtico sólo el de sangre. Así lo
proclamaba Alfonso X el Sabio, quien sentenciaba que «Fidalguía es nobleza
que viene a los omes por linaje»9. Asimismo, la jurisprudencia de corte tra-
dicionalista sostenía que: Princeps potest plebeium inmunem et exemptum fa-
cere, et illi concedere ius nobilitatis; non tamen potest eum vere et essen-
tialiter nobilem facere10. Los argumentos genealógicos propugnados en estos
pasajes no eran aceptados por todos ya que, en realidad, existió un prolon-
gado debate en la sociedad entre los defensores de la nobleza adquirida por
mérito personal frente a la heredada, no obstante, la concepción arcaizante
predominaría. De hecho, se distinguía entre «hidalgos solariegos», la cate-
goría más antigua11; «hidalgos notorios» carentes de solar y de otro título,

7 Véase el comentario realizado por Juan GARCÍA DE SAAVEDRA en su obra Tractatus de
Hispanorum nobilitate et exemptione, sive ad Pragmaticam Cordubensem, Madrid, 1622.

8 Entendiendo por tal el conjunto de interrogatorios practicados a personas cuyas depo-
siciones servían para ratificar o invalidar la hidalguía de una de las partes.

9 Segunda Partida, tít. 21, ley 3ª, edición glosada de Gregorio LÓPEZ, Madrid, 1985, [ed.
facsímile], vol. I, f. 71r. Ferrán Mexía reproduce literalmente la misma frase: «Hidalguía es
nobleza que viene a los hombres por linaje», Nobiliario vero, Sevilla, 1492, libro I, cap. IV.

10 Juan de ARCE DE OTÁLORA, ob. cit., p. 91. La misma idea ya se encuentra en Bartolo
de Sassoferrato.

11 La base jurídica sustentante de tal distinción se apoyaba en el derecho de arraigo, prin-
cipio defendido por los concejos medievales a la hora de aplicar la justicia a los vecinos y mo-
radores de los municipios.
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pero tenidos por tales desde antaño; e «hidalgos de privilegio», aquellos que
habían alcanzado el umbral nobiliario por designación real. En tales casos
la concesión podía estar motivada por méritos civiles o militares, posesión
de bienes, adquisición u otras vías12. La mercantilización de cargos, estatu-
tos y títulos nobiliarios se incrementó en la época de los Austrias menores,
aunque fue una praxis iniciada en reinados anteriores, debido a una situación
de decadencia política que se traducía sobre todo en problemas de natura-
leza dineraria. No obstante, el ofrecimiento de venta de hidalguías fue una
operación poco rentable para el poder a juzgar por los testimonios disponi-
bles13. Quien se postulaba para tal ennoblecimiento era mal visto por el con-
cejo y el pueblo llano a causa del perjuicio económico que les ocasionaba
su exención fiscal, pero tampoco era bien acogido por las oligarquías loca-
les, celosas de sus privilegios y poco proclives a aceptar a un advenedizo.
Por tal motivo la compra de hidalguía no fue una vía muy utilizada y se
prefirieron otros procedimientos menos expeditivos, tales como ganarse el
preciado don a través de la milicia. Marcos de Isaba describe los esfuerzos
denodados de algunos pecheros quienes, habiéndose enriquecido desempe-
ñando oficios tenidos por viles, procuraban dejar documentos y testimonios
de todo tipo que avalasen sus pretendidas proezas con el fin de alcanzar la
condición de hidalgos para sí o para sus descendientes14. En realidad, una
situación económica aventajada fue en muchas ocasiones el mejor camino para
lograr el objetivo perseguido. Lope de Vega levanta acta del hecho con su
proverbial maestría:

No dudes que el dinero es todo en todo;
es príncipe, es hidalgo, es caballero,
es alta sangre, es ascendiente godo15.

Por último, habría que añadir a las variantes anteriores los «hidalgos de
ejecutoria», así llamados en virtud del nombre asignado al documento judi-
cial que acreditaba tal condición del litigante, habiendo conseguido el refrendo

12 Conviene tener presenta la distinción entre la hidalguía propiamente dicha y el disfru-
te de sus inmunidades en el caso de los individuos conocidos bajo el nombre de «hidalgos de
bragueta» e «hidalgos de gotera». Los primeros se caracterizaban por tener un elevado núme-
ro de hijos varones y por ello gozaban de algunas exenciones propias de la nobleza; los se-
gundos eran aquellas personas que no podían probar su pertenencia a la hidalguía más allá de
dos generaciones, la propia y la de su padre.

13 Véase Antonio DOMÍNGUEZ ORTÍZ: La sociedad española en el siglo XVII, Madrid,
1963, vol. I, pp. 181-184.

14 Cuerpo enfermo de la milicia española, [Madrid], 1991, p. 40 [ed. facsímile de la edi-
ción de 1594].

15 La prueba de los amigos, en Obras completas. Comedias XIII, Madrid, 1997, pp. 130-
131. La edición carece de numeración de los versos. El pasaje citado se encuentra en el
acto II.
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de sus pretensiones mediante un pleito16. Por supuesto, la estimación social
de los miembros pertenecientes a unas y otras categorías era muy diferente.

El complejo entramado descrito someramente explica la existencia de
numerosos conflictos en torno al concepto de distinción de los estados, pues
mediaban intereses muy opuestos. Se trataba, por un lado, de amparar las
prerrogativas de los que justamente pertenecían a un sector minoritario, pero
no se les reconocía su dignidad; por otro, se intentaba excluir a los que in-
debidamente pretendían acceder a una categoría que no les correspondía en
derecho. A este respecto Juan Huarte de San Juan opinaba que: «Hay mu-
chas secutorias ganadas en España por la buena industria y maña del hidal-
go, del cual se podría decir con más verdad que recibió la hidalguía de mano
de los testigos y del receptor que del rey»17.

En resumen, es digno de notar la relación dialéctica establecida desde fi-
nales del siglo XV entre el poder y los individuos que se reclamaban ser hi-
dalgos. Como ya se ha anticipado, esta tendencia fue en alza. La situación
crítica entre las partes se resolvía mediante el recurso a la acción judicial.
Ciertamente, la consecución o revalidación del apetecido estado se plasma-
ba en un escrito, cuyo contenido se fue perfilando con el paso del tiempo. En
efecto, la especificidad de los asuntos tratados requirió la elaboración de unos
cauces documentales propios, aspecto que será examinado a continuación.

3. Metodología de análisis de la carta ejecutoria de hidalguía

La documentación judicial puede ser estudiada desde diversas perspec-
tivas. Cada uno de estos enfoques generaría una tipología específica de análisis
y una manera diferente de valoración y de conceptualización del escrito con-
siderado. Mi propósito es esbozar algunas pautas metodológicas en lo que se
refiere a una forma de descripción archivística, diplomática y codicológica
de la carta ejecutoria de hidalguía.

3.1. La descripción archivística

Como es obvio, el primer paso consiste en delimitar la vía de acceso a
este tipo documental, cuyo lugar de depósito tendría que ser, por su natura-

16 A mediados del siglo XVII, a causa de las contiendas bélicas, hubo un interés renova-
do por alcanzar el estado de hidalguía con el fin de no tener que alojar soldados y estar exen-
tos de quintas y levas.

17 Examen de ingenios para las ciencias, ed. Guillermo Serés, Madrid, 1989, pp. 552-
553. La cita figura como un ladillo. Se recomienda la lectura de todo el capítulo XIII (= XV
de la edición de 1594) por el interés de los juicios expresados sobre esta cuestión.
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leza, el archivo, mas no siempre sucede así. Casi me atrevería a afirmar que
la mayoría de las unidades se encuentra en bibliotecas o en mano de parti-
culares18. A causa de su dispersión, y para clarificar una situación ambigua,
propongo un modelo de ficha técnica que contiene los datos esenciales que
deberán ser cumplimentados con el fin de crear una base de datos con esta
categoría de escritos (Cuadro I)19. Una vez establecido el protocolo, resulta-
rá más sencillo reconstruir los termini o fases de la acción judicial y com-
prender el mecanismo de generación y la ordenación de los documentos dentro
del sumario. Muchos de los descriptores son comunes a todas las cartas eje-
cutorias con independencia de la sala de la que procedía; en cambio, otros
son propios de los pleitos de hidalguía. La información requerida para «hen-
chir» el modelo de ficha propuesto puede ser fácilmente obtenida a través de
una simple lectura del tenor del documento. El resultado de esta exploración
supondría disponer de los datos archivísticos necesarios con vistas a la iden-
tificación de la pieza. Como los puntos de acceso no ofrecen mayor dificul-
tad, resulta superfluo comentarlos.

3.2. La descripción diplomática

Una segunda operación sería el tratamiento de la carta ejecutoria de hi-
dalguía como un tipo documental propio e independiente. Las Ordenanzas
de los Reyes Católicos del año 148920 reconocían la existencia de cuatro tri-
bunales superiores en la Chancillería de Valladolid21. Uno de ellos fue pre-
cisamente la Sala de los Hijosdalgo, presidida por un alcalde mayor22. En el

18 Esta circunstancia se debe sobre todo al hecho de que los originales eran entregados a
los destinatarios. En la Chancillería quedaba tan sólo la copia del registro.

19 Con la finalidad de unificar criterios, sigo el esquema general confeccionado por Pe-
dro Luis LORENZO CADARSO en su obra La documentación judicial en la época de los Aus-
trias. Estudio archivístico y diplomático, Cáceres, 2004, p. 62. El respeto al orden de proce-
dencia constituye un principio básico en el campo de la Archivística.

20 Ordenanzas reales para la reformación de la Audiencia y Chancillería. Medina del
Campo, 24 de marzo de 1489. Valladolid: Juan de Francourt, 28 de junio de 1493, f.º. IBE
4208. También fueron reproducidas en el Libro en que están copiladas algunas bulas y todas
las pragmáticas, ed. Juan Ramírez. Real provisión de 10 de noviembre de 1503. Alcalá de He-
nares: Estanislao Polono, 16 de noviembre de 1503, f.º PI 926. Cito por esta edición. Respec-
to de otras disposiciones atingentes a este asunto, remito a mi libro La simbólica del poder en
los impresos jurídicos castellanos (1480-1520), (en prensa).

21 Y cuyas sentencias se expedirían bajo la forma de cartas ejecutorias. Sobre los ante-
cedentes, organización y funcionamiento de esta institución véase la obra de Mª Antonia VA-
RONA GARCÍA: La Chancillería de Valladolid en el reinado de los Reyes Católicos, Vallado-
lid, 1981. También es aconsejable la lectura del libro de Manuel FERNÁNDEZ DE
AYALA AULESTIA: Práctica y formulario de la Chancillería de Valladolid, Valladolid, 1667,
el cual nos describe la evolución del organismo hasta bien entrado el siglo XVII.

22 Durante la Edad Media el nombramiento de este cargo era real y estaba vinculado a
ciertas familias, siendo el puesto heredado de generación en generación. Con el paso del tiem-
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mismo escrito se establecía que en los pleitos estuviesen presentes dos alcal-
des23, un notario de la provincia a la que perteneciere el demandante, el pro-
curador fiscal del rey y dos escribanos. A partir de este momento el poder
político delegó la función de velar por la pureza de los procedimientos em-
pleados para dirimir estas cuestiones en la Chancillería de Valladolid y, pos-
teriormente, también en la de Granada; en consecuencia, ambas institucio-
nes centralizaron el desarrollo de todos los procesos relacionados con esta
problemática. Ciertamente, las resoluciones de los tribunales de ambas Chan-
cillerías cuyo ámbito de aplicación trascendía el marco competencial de es-
tas instituciones revistieron siempre una forma diplomática específica que se
ha venido identificando con la de una real provisión en lo que respecta a la
estructura del tenor. Sin embargo, desde sus orígenes, los documentos de este
tipo expedidos por dichos órganos judiciales a petición de parte y como ga-
rantía de un derecho recibieron la denominación de «cartas ejecutorias». Esa
denominación me parece muy apropiada ya que, en efecto, estas piezas tie-
nen una acusada personalidad, debido a lo cual resulta conveniente diferen-
ciar tales escritos del patrón genérico que responde al nombre de «real pro-
visión», auténtico cajón de sastre que, a modo de comodín, ha sido utilizado
con finalidades múltiples. La carta ejecutoria, como tal, no ha recibido to-
davía toda la atención que merece. Los autores de los escasos trabajos en los
que esta modalidad es mencionada siguen otorgándole la denominación co-
mún24, salvo Mª Antonia Varona García, quien en su día defendió la conve-
niencia de respetar la nomenclatura originaria25. En su artículo la diploma-
tista enuncia una definición muy ajustada: «Entendemos, pues, que la Carta
Ejecutoria es el documento que los diferentes tribunales de las Chancillerías
expiden a petición de parte, como garantía de sus derechos y cuyo conteni-
do esencial es la sentencia o sentencias que los correspondientes jueces han
dado en el proceso».

Tal distinción se ha respetado en el plano archivístico ya que en la Sec-
ción del Registro de la Real Chancillería de Valladolid existen dos subsec-
ciones: una para las reales provisiones y otra para las cartas ejecutorias. En
el Archivo de esta institución se conservan afortunadamente los registros
referentes a este tipo de documentos desde la época de los Reyes Católicos.

po el titular de turno dejó de ejercer el oficio encomendado y acabó por delegar su cometido
en un lugarteniente, denominado «alcalde de los hijosdalgo», quien sería el encargado de des-
empeñarlo en la Chancillería.

23 El número de oficiales de este rango fue variando en consonancia con el desarrollo de
la Sala.

24 Así, por ejemplo, Filemón ARRIBAS ARRANZ, «Estudios sobre diplomática castellana de
los siglos XV y XVI», Cuadernos de la Cátedra de Paleografía II, Valladolid, 1959, pp. 11-44.

25 «Cartas ejecutorias. Aportación a la Diplomática judicial», Estudis Castellonencs, 6
(1994-95), pp. 1445-1453.
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Por supuesto, los originales fueron entregados en su momento a los intere-
sados, de ahí su dispersión26.

En la presente ocasión quiero dar un paso más. Los distintos tribunales
superiores expedían cartas ejecutorias diferentes en función de la naturale-
za del proceso. En consecuencia, los escritos resultantes no eran homogé-
neos ni por la forma ni por el contenido. Sin embargo, dentro de este con-
junto cabe distinguir una parcela, de acusada tipificación, formada por ciertas
resoluciones expedidas por la Sala de los Hijosdalgo. Se trata de las cartas
ejecutorias procedentes de las actuaciones de los jueces de dicha Sala refe-
rentes a pleitos cuya sentencia final se sustanciaba en el reconocimiento de
la condición de noble de la parte demandante. En tales casos el beneficia-
rio podía solicitar la expedición de un documento, en pergamino, hecho con
gran esmero caligráfico y, por lo general, con algunas ornamentaciones. La
pieza era manufacturada en forma de cuaderno27. Los escritos de esta natu-
raleza son muy singulares por sus caracteres externos e internos. Si a ello
añadimos el hecho de que proceden de un único organismo emisor, el tri-
bunal de los alcaldes de los hijosdalgo, y versan sobre un mismo tipo de
asuntos28, resultará evidente la necesidad de conferirle un apellido propio y
un tratamiento específico en tanto que es un subgénero documental. A mi
juicio, tales escritos deben ser denominados con toda propiedad «cartas eje-
cutorias de hidalguía». Evidentemente las causas no se saldaban siempre con
el apetecido resultado en favor del pechero o del hidalgo cuestionado. Cuando
esto sucedía, el documento era elaborado en papel y el texto trazado en una
escritura cursiva propia de los organismos judiciales, puesto que no era so-
licitada por una de las partes la confección de un original solemne; en con-
secuencia, los caracteres externos diferían grandemente en uno y otro caso.
Si reservamos la denominación señalada para las resoluciones favorables a
los intereses personales frente a los de la administración, resulta aconse-
jable proponer la siguiente definición, habida cuenta de la formulación
anterior: Carta ejecutoria de hidalguía es el documento expedido por los
tribunales de los alcaldes de los hijosdalgo de las Chancillerías de Valladolid
y de Granada, a petición de parte, y cuyo contenido esencial es la senten-
cia o sentencias dictadas por los correspondientes jueces, en virtud de las

26 No obstante, se conservan algunos ejemplares en la sede vallisoletana, los cuales lle-
garon de nuevo a la Chancillería como pruebas aportadas en pleitos posteriores y que, en su
día, no fueron recogidos por los interesados al finalizar el litigio.

27 En ocasiones, la complejidad del sumario originaba que la carta ejecutoria se aseme-
jase a un libro por su extensión.

28 Por supuesto, en los pleitos de esta naturaleza, ya que este juzgado tramitaba también
las causas relacionadas con mayorazgos, dotes, testamentos y demás conflictos familiares sur-
gidos en el estamento nobiliario. A finales del siglo XVII la Chancillería se había convertido
en un tribunal dedicado principalmente al servicio de los representantes de este grupo privile-
giado, puesto que el Consejo Real había ido absorbiendo las otras competencias.
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cuales se amparan los derechos de los reclamantes sobre su condición de hi-
dalgo.

Dada la complejidad del tenor de estos documentos, conviene realizar un
estudio diplomático de los ejemplares.

3.2.1. Análisis de la carta ejecutoria de hidalguía como tipo documental

La Diplomática ha tenido como objeto de estudio unas prioridades temá-
ticas que, hasta el momento presente, han excluido el análisis de la carta eje-
cutoria de hidalguía. Ésta se inscribe en el ámbito de la actuación judicial,
cuyos escritos son aquellos generados normativamente durante la tramitación
de un proceso, respondiendo por tanto a necesidades funcionales del proce-
dimiento. Como es sabido, dicha documentación es el fruto de una acción
dramática que se desarrolla en el tiempo a modo de un diálogo entre el tri-
bunal y los litigantes con el concurso de uno o dos escribanos que dan fe
pública de cuanto acontece29. El tribunal actúa como un poder regulador y
sentenciador respecto de las dos partes enfrentadas, el demandante y el de-
mandado. En verdad, hay pocas noticias sobre la forma de desarrollarse la
práctica procesal castellana en sus dos fases: la instrucción y la resolución.
Por tal motivo la carta ejecutoria encierra gran interés porque nos permite
reconstruir virtualmente el hilo de los acontecimientos o, si se quiere, las fases
o términos según el lenguaje jurídico. La estrategia narrativa del tenor del
documento permite este acceso. En primer lugar, el punto de vista de la enun-
ciación se sitúa en la persona del rey quien toma la palabra en su condición
de intitulante30. Este hecho se suele subrayar a través de la representación
de su retrato en el propio escrito. A continuación, el monarca explicita las
personas físicas o jurídicas a las que se dirige y saluda. Tras estos trámites
protocolarios de rigor, pasa a describir «que pleito pasó y se trató en la nuestra
Corte y Chancillería ante los nuestros alcaldes de los hijosdalgo y notario
del reino de Castilla, que están y residen en la villa de Valladolid —o en
su caso— de Granada...». Luego, indica las partes implicadas con mención
de sus nombres y dignidades, el motivo del pleito, y la relación completa

29 Las piezas redactadas eran incluidas en el sumario.
30 En este análisis he tomado como botón de muestra el ms. 19071de la Biblioteca Na-

cional, el cual contiene la carta ejecutoria librada en favor de don Pedro de Mederos, vecino
de Atienza. La instrucción del proceso en la Chancillería de Valladolid comenzó el 4 de agos-
to de 1565 y finalizó el 14 de noviembre de 1571. Con fecha de 26 de octubre de 1572 fue-
ron reconocidos los derechos del demandante por el concejo de la localidad. El formulario
más antiguo conocido sobre esta tipología documental es la obra de Gabriel MONTERROSO Y
ALVARADO: Práctica civil y criminal e instrucción de escribanos. Pleitos de las reales Chan-
cillerías... Valladolid, Biblioteca Universitaria de Santa Cruz, ms. 12044. Véase también la
obra citada de Manuel FERNÁNDEZ DE AYALA AULESTIA.
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del proceso con todas las actuaciones puntualmente relatadas. Tras una ex-
tensa exposición de motivos, el monarca anuncia su participación activa: «lo
cual visto por los dichos nuestros alcaldes de los hijosdalgo y notario, pro-
veyendo sobre ello, fue por ellos acordado que debíamos de mandar dar y
dimos esta dicha nuestra carta ejecutoria de la dicha sentencia definitiva...»31.
Su disponibilidad se manifiesta a través de una fórmula de asentimiento: «Nos
tovímoslo por bien...» y, por último, recuerda su mandato a las personas ci-
tadas en la dirección corporativa: «por que vos mandamos a vos los sobre-
dichos concejos, jueces [...] sea fecho y guardado y cumplido y ejecuta-
do todo lo contenido en las dichas sentencias». Luego, la representación se
cierra, una vez alcanzado el clímax, con los elementos tradicionales de cual-
quier tenor: cláusulas finales, fórmula de corroboración y aparato valida-
tivo. El rey ha actuado como una voz en «off» y por ello no suscribirá la
carta, pero sí aparecerá el refrendo del escribano público, quien ha posibi-
litado el desarrollo de la narración a través de los documentos que ha ido
redactando y que constituyen el grueso del sumario de la acción judicial. Vo-
luntariamente he utilizado la voz «representación» para designar la natu-
raleza del hecho documentado ya que se trata de una auténtica puesta en
escena. El tenor del escrito tiene tensión dramática, elementos corales
—gracias al testimonio de los testigos— y un final feliz para una de las partes,
la del demandante, quien alcanza el reconocimiento de su condición privi-
legiada. En el fondo de la carta ejecutoria de hidalguía subyace un núcleo
argumental que responde en todos sus pormenores al esquema estructural
analizado magistralmente por Vladimir Propp en lo que se refiere a la mor-
fología del cuento32.

Ciertamente, el procedimiento diegético empleado es muy hábil porque
el proceso judicial no es otra cosa que un conflicto entre partes. Su origen
radica las más de las veces en el hecho de que un vecino ha sido incluido
en el padrón de pecheros de la localidad en la que habita, lo cual le obliga a
pagar los tributos correspondientes. En el caso de que el interesado se ne-
gase a satisfacer la deuda, un oficial del concejo podría tomar algún objeto
o bien, propiedad de aquél, que equivaliese a la cantidad impagada. Esta acción
de la justicia era denominada «sacar prendas»33. Por lo general, la persona
afectada, ante esta situación, procedía a interponer una demanda acompaña-
da del testimonio de la prenda y de un poder al procurador. Este trámite se-
ñalaba el inicio de una acción judicial. La parte contraria, la administración

31 En ella se incluía una fórmula del tipo: «y a aquél [el demandante] le quiten, tilden,
tiesten y rayen de los padrones de los buenos hombres pecheros», orden que satisfacía el ob-
jetivo principal de la parte litigante.

32 La morfología del cuento, Madrid, 1985.
33 Suelen ser muy variadas: una resma de papel, una barra de hierro, un salero de plata,

etcétera.
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concejil y el procurador fiscal del rey, al contradecir al demandante, le obli-
garía a presentar escritos testimoniales34 y pruebas testificales. El procedimien-
to judicial seguido respecto de estas últimas era un auto del tribunal por el
que se designaba a uno o más oficiales de la Chancillería35 asignados para
el cumplimiento de tal comisión. Cuando los testigos podían desplazarse,
acudían a Valladolid o a Granada; en caso contrario, los miembros nombra-
dos iban a tomar declaración al lugar en donde aquéllos se encontrasen. Su
labor consistía en la recepción de las deposiciones de las personas convoca-
das bajo juramento, lo cual evidencia el reconocimiento de la tradición oral
y el valor concedido a las palabras emitidas bajo un compromiso solemne
personal. El procedimiento arbitrado se centraba en torno a la averiguación
de las siguientes cuestiones:

• antigüedad del linaje y descendencia por línea directa de varón
• legitimidad de nacimiento
• limpieza de sangre

La confirmación o denegación de tales aspectos se confiaba sobre todo
al principio de la fama, entendiendo por tal «la pública voz y la común opi-
nión»36, medio en el que se cimentaba la fuerza de la prueba con el fin de
sustentar jurídicamente el objetivo perseguido, de acuerdo con el axioma
proclamado por los tratadistas medievales de que la nobleza in commune
reputatione et fama plerumque consistit. El parecer social transmitido por el
canal de la oralidad garantizaba la posesión de unos derechos y de unas obli-
gaciones. Las prerrogativas adquiridas por la vía de la sangre desde fecha
inmemorial constituían un punto considerado capital. La definición tradicional
rezaba así: «Llamamos hidalgo de sangre a aquellos que no hay memoria de
su principio ni se sabe por escritura en qué tiempo comenzó ni qué rey hizo
la merced, la cual oscuridad tiene la república recibida por más honrosa que
saber distintamente lo contrario». Tal formulación figura en el famoso tra-
tado de Juan Huarte de San Juan, quien, de paso, critica el concepto de no-
bleza sustentado en la genealogía y los medios espurios utilizados a veces
para alcanzar el reconocimiento de la hidalguía37. Como la antigüedad era un
valor sustantivo, las probanzas se establecían interrogando a personas de

34 Tales como padrones, partidas sacramentales (a partir del concilio de Trento), docu-
mentación sobre casas solariegas, capillas y otras posesiones varias, etc.

35 El número y la categoría varía según la época considerada. Generalmente era designa-
do un escribano receptor y un alcalde para llevar a efecto este encargo.

36 Argumento tópico esgrimido por el demandante en este género de documento.
37 Ob. cit., pp. 552-553. El mismo pasaje es reproducido en el Floreto de anécdotas y no-

ticias diversas que recopiló un fraile dominico, en el Memorial histórico español, Francisco
Javier Sánchez Cantón (ed.), Madrid, 1948, vol. 48, p. 357.
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avanzada edad38 con el fin de que el interesado y sus descendientes pudie-
sen acreditar los derechos alegados ad perpetuam rei memoriam. Dichas in-
tervenciones son del mayor interés desde un punto de vista sociológico e
historiográfico. En ellas se acredita el conocimiento de familiares ascendientes
del demandante y sus circunstancias biográficas. Tales pruebas se atenían a
un formulario previamente establecido39. Los argumentos expresados en los
distintos documentos que hasta aquí he estudiado para la elaboración de este
trabajo coinciden en su mayoría. Los escritos resultantes de esta gestión re-
producían los testimonios proporcionados por los individuos designados por
el demandante. Los principales juicios emitidos sobre la persona juzgada solían
abordar las siguientes cuestiones:

• Tener conocimiento del interesado y, eventualmente, de algunos fami-
liares.

• Indicar el estado civil y, en su caso, mención de la esposa con sus da-
tos de filiación.

• Afirmar la condición de hidalgo notorio por línea recta de varón.
• Asegurar que el demandante no desciende de moros, judíos o conversos.
• Declarar que no es hijo bastardo ni espurio.
• Manifestar que no ha sido preso o penitenciado por el Santo Oficio.
• Conocer las armas y divisas del linaje.
• Saber que no pechó ni contribuyó en derramas reales o concejiles de

ningún tipo.
• Testimoniar que no formaba parte de los alardes hechos por caballeros.
• Señalar que percibía la refacción correspondiente a los hidalgos.
• Manifestar el desempeño de ciertos cargos.
• Pertenecer a algunas cofradías.
• Etc.

 La suma de las declaraciones registradas arroja un abanico de cuestio-
nes que nos precisa los requisitos exigidos para poder disfrutar de la condi-
ción de noble. El contenido de estas testificaciones, incluidas en el sumario
del caso40, constituía la prueba fundamental a tener en cuenta a la hora de
dictar sentencia el tribunal.

38 Los testigos siempre oscilan entre los sesenta y noventa años, lo cual indica que la lon-
gevidad masculina era muy alta en la época, aunque bien es verdad que el cálculo es siempre
aproximado, dado que no existían sistemas garantizados de control de las fechas de nacimien-
to. También cabe conjeturar que en algunos casos se exagerase ese dato con el fin de que el
testimonio se remontase más en el tiempo.

39 En algún caso se especifica que el número de cuestiones fuesen ocho, en otros no se
ofrece ningún dato a este respecto.

40 En cambio, no se reproducen in extenso en las cartas ejecutorias cuando el número de
los intervinientes era muy elevado.
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El relato de los hechos recogidos en la carta ejecutoria es un trasunto fiel
de los documentos independientes que se fueron generando durante el desa-
rrollo del proceso judicial y cuyo conjunto constituía el sumario. Este mate-
rial, abundante y heterogéneo tipológicamente, pudo quedar depositado en la
propia Chancillería o bien permanecer en poder del escribano público que
había formado parte del tribunal41. En la actualidad, se conservan unos 30.000
legajos procedentes de la Sala de los Hijosdalgo de Valladolid42. La carta
ejecutoria era expedida habitualmente en papel. Ahora bien, los interesados
podían solicitar de la administración la elaboración de un ejemplar lujoso en
pergamino. Esta opción era escogida en muchas ocasiones, sobre todo cuando
el titular de la concesión disponía de medios económicos para sufragar los
gastos que ocasionaba43. Con independencia del soporte y modalidad elegi-
dos, el documento era registrado. Esta copia era depositada en el archivo de
la institución. Luego, el original se pasaba a la dependencia donde estaban
los sellos para proceder a su aposición y, finalmente, era entregado al desti-
natario previo pago de los aranceles establecidos44. El interesado, una vez en
posesión de la carta ejecutoria, tenía que notificar al concejo de su localidad
la existencia del escrito probatorio de su hidalguía con el fin de recabar el
cumplimiento de la orden real. Este trámite era un requerimiento de ejecu-
ción que se saldaba con un acta notarial mediante la cual el concejo reco-

41 En las Ordenanzas isabelinas citadas se dice taxativamente que: «ningund escrivano
sea osado de retener el proceso en su casa ni en otra parte más de cinco días después que fue
sacada la carta esecutoria d’él, so pena de dos mill maravedíes por cada vez» (f. 58r). Sin em-
bargo, esta orden no fue siempre obedecida. Allí mismo se indica que el oficial depositase el
sumario en un armario destinado a este fin, tras haber puesto «una tyra de pergamino sobre el
processo que diga entre qué personas se trató aquel proceso, y sobre qué es, y ante qué juz-
gado pendió, y en qué tiempo». Como se puede observar, este marbete reproducía los datos
archivísticos esenciales. Los escribanos tenían reguladas las cantidades que debían percibir
por su trabajo. Los primitivos aranceles fueron modificados por las Ordenanzas dada en Mo-
lins de Rey de 1543. Luego, en 1550, se estipuló concretamente el importe de las cartas eje-
cutorias, el cual se estableció en estos términos: por la primera hoja cobrarían cuarenta mara-
vedíes, por la segunda, treinta, y por las restantes, hasta el final, veinte.

42 El dato está tomado de Alfredo BASANTA DE LA RIVA, Archivo de la Real Chancille-
ría de Valladolid. Sala de los Hijosdalgo. Catálogo de todos sus pleitos, expedientes y pro-
banzas, Madrid, 1955-1956, 4 vols. La cita en vol. I, p. 2. En este número se contabilizan las
cartas ejecutorias de hidalguía, las probanzas y los llamados «expedientes provisionales»,
esto es, la documentación que había que solicitar de la Chancillería cuando un hidalgo cam-
biaba su lugar de residencia. En tal caso se expedía un escrito para «dar estado conocido» en
el que se autorizaba al interesado a presentar las pruebas y se ordenaba al concejo de su nue-
va vecindad que lo incluyese en el correspondiente padrón, tras una serie de trámites que
se cerraba con un documento expedido por los jueces de la Sala de los Hijosdalgo, denomi-
nado «de un mismo acuerdo», por constar en él que el concejo era del mismo parecer que la
Chancillería. No se dispone de una información archivística similar referente al organismo
granadino.

43 Tras la resolución del pleito el litigante disponía de un plazo de sesenta días para en-
cargar una versión suntuosa.

44 Las anotaciones de esta naturaleza suelen figurar en el folio 1r. del ejemplar.
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nocía los derechos del demandante. Este último documento aparece incorpo-
rado al original y su presencia indica la finalización definitiva del litigio.

En resumen, la carta ejecutoria de hidalguía constituye un tipo de escri-
to que permite reconstruir el iter de un pleito y, al mismo tiempo, ejempli-
ficar las categorías de las piezas expedidas, desde una perspectiva archivís-
tica y diplomática, dentro del marco genérico de la documentación judicial
explicitado en los Cuadros I y II ya que, en efecto, se trata de un texto que
resume el conjunto de las unidades generadas durante el desarrollo del pro-
ceso. La peculiar estructura de su tenor, sobre todo en la extensa parte que
constituye la exposición de motivos, la forma de hilar las distintas fases de
la instrucción y la posibilidad de obtener un original muy caracterizado son
rasgos que aconsejan otorgar un nombre propio al producto resultante y no
asimilarlo a la real provisión desde el punto de vista de clasificación diplo-
mática de la pieza.

3.3. La descripción codicológica

Este tipo de documento por su extensión y formato debe ser descrito en
sus caracteres externos con mayor detenimiento que otras piezas diplomáti-
cas45. Comparte rasgos comunes con ciertos escritos asociados al mundo
nobiliario, tales como la sobrecarta de una ejecutoria de hidalguía, la certi-
ficación de nobleza expedida por un rey de armas, la declaración de funda-
ción de un mayorazgo, la carta de privilegio, el título de nobleza, etc. Todo
este material merecería ser estudiado en su conjunto.

La carta ejecutoria de hidalguía en su versión solemne, que es la aquí
estudiada, es un ejemplar que puede presentar uno o más cuadernos46. En
consecuencia, su confección material sigue las mismas pautas observadas a
la hora de elaborar un manuscrito librario. Como estas piezas alcanzan su
mayor expansión durante el siglo XVI, tales creaciones reflejan el agotamiento
formal de los productos manuales que consiguieron sobrevivir al impacto
de la imprenta. Los artesanos recurrían a fórmulas manidas en lo que res-
pecta a los esquemas de construcción de la obra y a la propia tarea de co-
piar el texto del documento. La escritura utilizada es caligráfica, pero an-
quilosada y falta de originalidad. Los caracteres son dibujados más que
trazados, al igual de lo que sucedía en los libros litúrgicos del momento.
Desde el punto de vista paleográfico su valor es escaso: tales productos

45 Sobre la metodología de análisis codicográfico aplicable a estos ejemplares remito a
mi obra titulada Introducción a la codicología, Madrid, 2002.

46 Con frecuencia constituye un grueso volumen, es decir, supera por su extensión el lí-
mite de cincuenta hojas establecido para que el producto resultante pueda ser calificado de fo-
lleto.
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simplemente testimonian el fenómeno denominado «canonización» gráfica
por la tratadística italiana.

Mayor interés encierra la presencia de elementos icónicos, entendiendo
por tal las letras de aparato, las orlas y las miniaturas o viñetas que ocasio-
nalmente enriquecen y completan el significado global de la carta ejecuto-
ria. La primera modalidad consiste en algunas iniciales y secuencias textua-
les distintivas que rompen la monotonía de una página escrita a línea tirada,
pero ahí se agota su misión. Es decir, esas aplicaciones no tienen un valor
demarcativo, función primaria encomendada a tales recursos en los momentos
áureos del libro manuscrito. La colocación de letras de adorno y de cartu-
chos no se corresponde con los puntos de articulación del discurso diplomático.
Tal arbitrariedad denota una estética manierista y un gusto por la decoración
superflua. Incluso la disposición del trazado de esos elementos ornamenta-
les dificulta el sentido de la lectura (Fig. 1). Estos rasgos son indicios de una
modo de proceder al margen de cualquier inspiración. La segunda variedad
ornamental son las orlas, las cuales responden a diseños consagrados por los
álbumes de modelos que circulaban de los talleres de los profesionales de-
dicados a la decoración bajo distintos registros. Como era de esperar, se
observa un claro predominio de motivos renacentistas en sus distintas ver-
siones de origen septentrional o meridional. El último complemento icónico
de tales documentos son las viñetas o miniaturas de carácter ilustrativo. Esas
creaciones, al margen de su valor artístico, que es muy oscilante y mayori-
tariamente escaso, interesan porque reconstruyen a través de un material grá-
fico una realidad social y un universo simbólico que de otra forma se habrían
perdido irremisiblemente. En verdad, los tres aspectos fundamentales que
sirven de fuente de inspiración son la función judicial, el estamento nobiliario
y la religiosidad.

La primera categoría comprende la representación de los jueces y los
retratos reales. Como muestra, véase la figura 2, la cual reproduce el esce-
nario donde se celebraban los procesos de hidalguía. Las salas en las que se
oían los pleitos eran llamadas genéricamente estrados por el tipo de mobi-
liario empleado. En ellas había una tarima central cubierta con una alfom-
bra y otras gradas escalonadas. El paramento del fondo de la estancia esta-
ba protegido por un dosel en cuya colgadura de terciopelo granate había sido
bordado un escudo de las armas reales47. Debajo de esta protección discurría
un banco corrido con cojines, en donde tomaban asiento los cuatro magis-
trados. Allí mismo podía ocupar un quinto puesto algún miembro de la alta
nobleza si la naturaleza del pleito lo requería48. La persona que ostentaba la

47 En la gotera figura el siguiente versículo, atribuido al Génesis, cap. 50: Emmite (sic)
manum tuam de alto: eripe me et libera me de aquis multis et de manu filiorum alienorum.
En realidad, la cita es Ps. 143, 7.

48 Tal sucede en la figura 2.
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Fig. 1: Muestra de escritura de aparato. Carta ejecutoria de hidalguía librada en favor de
don Pedro de Mederos, vecino de Atienza. Valladolid, 4 de agosto de 1565. Madrid, Bi-

blioteca Nacional, ms. 19071, f. 19v.
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Fig. 2: Tribunal de la Sala de Hijosdalgo de la Chancillería de Valladolid. Carta    ejecutoria
de hidalguía librada en favor de don Juan Gutiérrez de Solórzano.  Valladolid, 10 de diciem-
bre de 1611. Madrid, Archivo Histórico Nacional. Sección Diversos. Títulos y familias, carp.

72, p. 136.
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Fig. 3: Retrato de Felipe III. Carta ejecutoria de hidalguía librada en favor de don Juan Gutié-
rrez de Solórzano. Valladolid, 10 de diciembre de 1611. Madrid, Archivo Histórico Nacional.

Sección Diversos.Títulos y familias, carp. 72,  p. 140.
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Fig. 4: Retrato de matrimonio con sus hijos en actitud orante. Carta ejecutoria de hidalguía
librada en favor de don Alonso González. Valladolid, 21 de agosto de 1613. Madrid, Co-

lección particular, f. 2r.
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Fig. 5: Árbol genealógico. Carta ejecutoria de hidalguía librada en favor de don Juan de Ba-
llesteros Saavedra. Granada, 2 de marzo de 1602. Madrid, Museo Municipal, Inv. 5792.
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presidencia era señalada mediante la colocación a sus pies de dos almoha-
dones de la misma materia y color que el dosel. Los jueces iban vestidos con
sus garnachas. En los dos laterales de la sala había otros bancos destinados
a los abogados, procuradores y otros representantes y asistentes al proceso.
En primer término se encontraban los escribanos públicos, situados en fren-
te del tribunal. La persona que tomaba la palabra tenía que solicitar la ve-
nia y descubrirse. Las distintas alturas de las gradas se correspondían con la
ordenación jerárquica de los ocupantes, siguiendo un criterio proxémico. La
escena desarrollada en el documento refleja con fidelidad el recinto y la dis-
posición de los intervinientes a juzgar por las noticias aportadas por otras
fuentes. Por otra parte, las representaciones reales son muy interesantes porque
denotan una tendencia a establecer un tipo de retrato oficial (Fig. 3). El es-
tudio de este aspecto tendría que ser objeto de una monografía. Al tratarse
de escritos datados, se puede seguir cronológicamente la evolución de los
modelos utilizados. La presencia figurativa del monarca, por lo general di-
bujado en la inicial que abre el tenor, sugiere subliminalmente que es el propio
rey quien toma la palabra para proclamar la hidalguía del demandante.

La temática nobiliaria constituye otro polo de atracción, quizá el más
importante por el número y la variedad de los asuntos tratados. No suele faltar
el retrato del beneficiario, por lo general acompañado de su familia. Tales
ilustraciones aportan mucha información sobre el número de hijos, las mo-
das vestimentarias, los gestos corteses, etc. (Fig. 4). Estas imágenes se pue-
den complementar con escenas que glosan gestas del linaje en cuestión. Ta-
les recreaciones narrativas dejan entrever la escala de valores sociales de la
época, entre otras cosas. El aparato emblemático suele ocupar un lugar im-
portante bajo la forma de representaciones heráldicas y árboles genealógicos
(Fig. 5), construcciones simbólicas que proporcionan datos de difícil locali-
zación en otras fuentes por tratarse de personas pertenecientes al grado in-
ferior de la nobleza.

La religiosidad constituye una tercera fuente de inspiración. Generalmente
se plasma a través de estampas devotas aisladas o bien en conexión con los
miembros del linaje. El seguimiento de los asuntos reproducidos permite trazar
las líneas maestras de unas prácticas de piedad privada. Las distintas advo-
caciones e imágenes de santos representadas reflejan formas de culto y de
veneración ligadas a ámbitos geográficos o estamentales. Dentro de este apar-
tado hay que señalar la presencia casi constante de un tópico visual: la com-
posición denominada Santiago Matamoros, efigie cargada de resonancias
caballerescas. La recuperación de todo este material iconográfico permitiría
reconstruir una parcela del imaginario de los hidalgos castellanos durante el
reinado de los Austrias.

Queda por averiguar el procedimiento aplicado en la ejecución de la parte
artística. Tal vez estos trabajos fuesen encargados a talleres locales previo
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contrato con los beneficiarios de la carta ejecutoria, ya que hay una serie de
elementos que singularizan las piezas. Aquí no se encuentra la aplicación
mecánica de unas recetas en unos espacios determinados. Esta variedad su-
pone una adecuación al gusto y demanda de la clientela. Tal aspecto está por
estudiar, al igual que las diferencias artísticas existentes entre las obras va-
llisoletanas y las granadinas.

El último elemento codicológico que ofrece la carta ejecutoria es la en-
cuadernación. Quizá este complemento sea el más valioso desde un punto de
vista cualitativo dentro de la serie considerada. Hay magníficas piezas mu-
déjares decoradas en seco y otras con exquisitos motivos en oro; práctica-
mente todos los estilos ligatorios cultivados en esos siglos se encuentran re-
presentados. Conviene tener presente que los revestimientos librarios fueron
muy estimados en los medios aristocráticos. La idea de la excelencia se ci-
fraba en el aspecto exterior: los materiales nobles encarnaban hasta cierto
punto la propia nobleza del propietario del manuscrito en cuestión. Esta re-
flexión nos llevaría a considerar los aspectos simbólicos que el documento
por sí mismo vehicula, máxime en una época en la que triunfan el manierismo
y el barroco, como vías de expresión artística.

4. Colofón

Los aspectos aquí analizados no agotan todas las posibilidades de estu-
dio de este tipo documental. También se puede extraer enseñanzas aplicables
al mundo del Derecho, de la Sociología, de la Historiografía o de la Onomás-
tica, amén de otras disciplinas. En definitiva, la carta ejecutoria de hidalguía
tiene entidad propia para ser reconocida bajo este nombre y, además, ofrece
suficiente calado para ser investigada en profundidad y en toda su extensión.
A lo largo de estas páginas ha quedado patente, a mi modo de ver, que es-
tos escritos constituyen un espacio gráfico privilegiado por su función y por
la riqueza de la información transmitida. La presente aproximación sólo pre-
tende demostrar la conveniencia de crear un instrumento válido de localiza-
ción y de descripción de los ejemplares. Cuando este proyecto sea una rea-
lidad, estarán a disposición de la comunidad científica unas fuentes muy
atractivas y polivalentes.
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CUADRO I

PROTOCOLO DE DESCRIPCIÓN DE UNA CARTA EJECUTORIA DE HIDALGUÍA

Ciudad y lugar de depósito: Signatura:
Jurisdicción: Real ordinaria.
Jerarquía del tribunal: Tribunal real superior. Sala de Hijosdalgo de una Chancillería.
Tipo de tribunal: Colegiado: alcaldes de los hijosdalgo y un notario del reino de Castilla.
Nombres de los jueces

Primera instancia:
Apelación:

Nombre de los escribanos asignados a la instrucción de la causa:
Tipo de juicio: A petición de parte.
Tipo de procedimiento: Ordinario. Civil.
Grado del proceso

 Primera instancia:
Apelación:

Data crónica
Fecha de inicio del litigio (momento en que se produjeron los hechos denunciados):
Fecha de presentación de la demanda:
Fecha de inicio de la instrucción (el tribunal dicta una disposición para que comience el
procedimiento):
Fecha de la sentencia en 1ª instancia:
Fecha de la sentencia en apelación:
Fecha de la sentencia definitiva:
Fecha de resolución del litigio:

Data tópica
Sede del tribunal: Chancillería de Valladolid o Chancillería de Granada
Lugar del litigio:
Lugar de origen de los litigantes:

Motivo del pleito: Asunto social. Hidalguías.
Litigantes
Según su carácter

Particular. Nombre y dignidad del demandante:
Institucional. Nombre del concejo:

Según la función procesal
Partes personadas en la causa:
Procuradores

de la parte demandante:
de la parte institucional:

Procurador fiscal:
Procurador del concejo:

Escribano, receptor y, en su caso, alcalde encargados de realizar las probanzas:
Informantes

Testigos que intervienen en las probanzas:
Contenido de la sentencia

Contenido del fallo (dictamen judicial sin motivar que se comunica a las partes bajo una
forma parecida a la de una real provisión):
Penas económicas

Pago de las costas del proceso:
Devolución de las prendas al demandante o bien indemnización:

Requerimiento de ejecución (documento anexo dirigido al concejo por parte del demandante)
Lugar:
Datación:
Nombre del escribano:
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 CUADRO II

 ANÁLISIS DIPLOMÁTICO DE UNA CARTA EJECUTORIA DE HIDALGUÍA

Intitulación: Extensa con fórmula de derecho divino y mención de todos los dominios.
Dirección:

Personas físicas o jurídicas de carácter judicial, incluido el concejo demandado.
Personas encargadas de la recaudación de pechos y tributos.
Otros representantes.

Salutación: «Salud y gracia».
Notificación: «Sepades».
Exposición de motivos:

Existencia de un pleito: «que pleito pasó y se trató en la nuestra Corte y Chancillería ante
los nuestros alcaldes de los hijosdalgo y notario del reino de Castilla que están y residen
en la villa de Valladolid / Granada...».
Grado del proceso.
Mención de las partes implicadas.
Motivo del pleito.
Relación completa del proceso con todas las actuaciones.
Promulgación de la sentencia de vista y, en su caso, de revista.
Sentencia definitiva.

Dispositivo:
Vista de los miembros del tribunal: «lo cual visto por los dichos nuestros alcaldes de los
hijosdalgo y notario, proveyendo sobre ello, fue por ellos acordado que debíamos de man-
dar dar y dimos esta dicha nuestra carta ejecutoria de la dicha sentencia definitiva...».
Fórmula de asentimiento: «Nos tovímoslo por bien...» .
Mandato a las personas citadas en la dirección: «por que vos mandamos a vos los sobre-
dichos concejos, jueces [...] sea fecho y guardado y cumplido y ejecutado todo lo conteni-
do en las dichas sentencias».

Cláusulas finales:
Conminatoria.
Emplazamiento.
Testimonio del cumplimiento.

Corroboración: Cláusula habitual.
Datación:

Tópica: Valladolid / Granada.
Crónica: Completa. Cómputo: años de Cristo / o simplemente «años».

Validación:
Salvado del documento.
Firma de los jueces que han intervenido en el pleito.
Refrendo del escribano ante quien pasó la causa.
Firma del chanciller y del registrador (en el folio 1r).
Sello de plomo pendiente.

Brevete: Al pie del folio en el que figura el refrendo del escribano: «Sentencia y carta ejecu-
toria de hidalguía a pedimiento de .... , vecino de la villa de...».

Notas de tasación: Derechos, registro, sello, seda y plomo (en el folio 1r).
Documento anejo:
Requerimiento de ejecución: Acta notarial mediante la cual el demandante notifica al con-
cejo la existencia de la carta ejecutoria de hidalguía y recaba el cumplimiento de la orden real.
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